Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 13 minutos.) 


-En el día de hoy vamos a recibir a integrantes de la Comisión Redactora del anteproyecto 
del Código del Proceso Penal, que está a consideración de esta Subcomisión. 


A su vez, propongo a los señores Senadores trabajar hasta la hora 12; de ser necesario, 
fijaremos otra instancia para recibir nuevamente a los miembros de la Comisión Redactora. 


(Ingresan los integrantes de la Comisión Redactora del Código del Proceso Penal.) 


-La Subcomisión de Constitución y Legislación del Senado, encargada del estudio del 
proyecto de ley de reforma del Código del Proceso Penal, tiene el gusto de recibir a los doctores 
Adriana Berezán y Bernardino Real, integrantes de la Comisión Redactora del anteproyecto del 
Código, a los efectos de tratar los temas que oportunamente se acordó fueran consultados con ella. Se 
trata de varios artículos que fueron separados con ese fin y quizás no sea suficiente la sesión de hoy 
para tratarlos todos, ya que se planea trabajar hasta la hora 12 porque algunos señores Senadores -y 
tal vez a alguno de los visitantes le ocurra lo mismo- tienen otros compromisos. De todas formas, si 
esta sesión no fuera suficiente, con gusto los recibiremos en otra oportunidad porque estimamos 
mucho el consejo y la orientación de la Comisión Redactora, y consideramos que es indispensable 
contar con ese insumo para poder terminar nuestra labor. 


Por lo tanto, agradeciendo una vez más la permanente disposición a colaborar con esta 
Subcomisión, sin más preámbulos les ofrecemos el uso de la palabra. 


El primer artículo que fue oportunamente desglosado para ser consultado con la Comisión 
Redactora es el 51, pero si desean hacer otro comentario o consideración antes de entrar al análisis 
del articulado, de más está decir que los escucharemos con muchísimo gusto. 


SEÑOR REAL.- Les agradecemos la invitación y la consideración que han tenido para con la 
Comisión Redactora y reiteramos que estamos a las órdenes para contribuir en esta causa, que para 
nosotros es realmente importante. 


Con relación al artículo 51, no sé cuáles son las dudas. Por lo tanto, como método de trabajo 
quizás sería bueno que los señores Senadores nos fueran informando acerca de los motivos de la 
consulta. Nosotros tenemos algunas anotaciones, no del todo ordenadas, pero si el Presidente nos 
indica cuáles son las dudas, observaciones o cuestionamientos que se hacen al texto proyectado, 
podríamos trabajar de forma más eficiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el texto que preparó la Secretaría de la Comisión se indica cuáles son los 
artículos desglosados para consulta con la Comisión Redactora y, en su caso, con la Suprema Corte 
de Justicia y luego, en una columna a la derecha, figuran las observaciones que se hicieron. 


En el caso del artículo 51 -me atrevo a hacer un resumen en términos muy amplios; los 
miembros de la Subcomisión me podrán corregir o hacer los agregados que sean necesarios- se nos 
había planteado la posibilidad de que surgieran contradicciones entre las órdenes que imparta a la 
Policía, por un lado, el Fiscal y, por otro, el Juez, o eventualmente los propios mandos naturales de la 
Policía a los que aquí se hace referencia. Me quedé pensando al respecto y concluí en que esa 
posibilidad hoy también existe y, por tanto, se pueden dar esas contradicciones, pero se han ido 


resolviendo en la práctica durante toda nuestra historia y eso no ha sido impedimento para que 
funcione la Justicia Penal. En consecuencia, tampoco debería ser un impedimento para que funcionara 
el nuevo Código. En fin, esa es la cuestión que se planteó y a ese respecto formulamos la consulta. 


(Ingresa a Sala el doctor González.) 


-Damos la bienvenida al doctor José Luis González, otro integrante de la Comisión 
Redactora que se incorpora a la sesión de esta Subcomisión. 


SEÑOR REAL.- Nosotros creemos que no debería haber dificultades en el sentido planteado. No hay 
que olvidar que las órdenes que el Juez pueda impartir a la Policía van a ser el resultado de una 
petición del Ministerio Público porque, en principio, el Juez no tiene iniciativa en ese sentido. Entonces, 
en la medida en que el hecho delictivo vaya a ser comunicado al Ministerio Público, este dará las 
órdenes -para las que está facultado- a la Policía para que actúe y realice las diligencias que entienda 
del caso. En aquellos casos en que se afecten las garantías o los derechos del imputado, se deberá 
requerir la orden del Juez, es decir que cuando este imparta las órdenes de forma directa va a ser a 
pedido del Ministerio Público. En definitiva, la posibilidad de que la Policía reciba órdenes 
contradictorias es casi inexistente; por lo menos esa fue la visión de la Comisión cuando redactó el 
artículo. 


SEÑORA BEREZÁN.- Nosotros carecemos de la técnica legislativa necesaria y por ello quizás la 
redacción no resulte tan eficaz al leerla como cuando se la piensa. 


El artículo 51.1 habla de que “Los funcionarios mencionados en el artículo anterior” -los 
señores Senadores hicieron muy bien al incorporar a la Prefectura Nacional Naval junto con la Policía- 
“ejecutarán sus tareas”, y aclara “a los efectos de la investigación”. Esto es un poco lo que señalaba el 
doctor Real: esta es la etapa previa cuando el Fiscal, por sí, puede ordenarle a la Policía o a la 
Prefectura la investigación de determinado hecho sin invadir toda aquella esfera que pueda 
mínimamente significar violar la libertad, la intimidad o la privacidad, para lo que sí se requerirá 
autorización judicial. En este caso se tendrá que pedir al Juez, por ejemplo, una orden de allanamiento, 
o autorización para intervenir una línea telefónica; es el Juez quien da la orden. La Policía, o la 
autoridad competente, va a saber exactamente quién da la orden y quién responde por ella. En el 
artículo 51.2 se establece que “También deberán -quizás habría que mejorar la redacción, porque la 
expresión “también” daría a entender que una es excluyente de la otra- cumplir las órdenes que les 
dirijan los Jueces para la tramitación del procedimiento”. No encontramos una contradicción, pero sí 

pensamos que se debería mejorar la redacción. Observen incluso los señores Senadores que el 
artículo 51.3 establece: “Asimismo, deberán cumplir de inmediato y sin más trámite las órdenes que les 
dicten o impartan los Fiscales y los Jueces, cuya procedencia, conveniencia y oportunidad no podrán 
calificar”. Es un poco lo que expresaba el señor Presidente: hoy en día estas cosas suceden, pero a la 
Policía no se le ocurre cuestionar una orden dictada por el magistrado; la cumple y punto. ¿Qué puede 
pasar? Puede que no la entienda, pero de ser así, pide explicación. Nos pareció que como esa práctica 
no está escrita, era correcto incorporarla en una norma que dejara en claro que, dictada una orden 
legítima, debe cumplirse sin cuestionar -como dice acá- la procedencia, la conveniencia y la 
oportunidad. Ese es el sustento del artículo. 


Entendemos que no hay una contradicción y que no debería de haber inconvenientes a la 
hora de cumplir las órdenes. Las cumplen en función de su procedencia. Ahora, si nos preguntan, 
consideramos que sería conveniente que se mejorara la redacción, pero de todos modos esa es la 
idea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo único que apuntaría sería -no desde el punto de vista de lo conceptual, 
sino para tenerlo en cuenta mañana, cuando vayamos a culminar la redacción- que el artículo 51.3, en 
la primera parte de la oración repite lo que ya está dicho en los dos parágrafos anteriores, es decir, que 
deberán cumplir de inmediato las órdenes Jueces y Fiscales. Lo que agrega el 51.3 es lo que acaba 
de señalar la doctora Berezán. De pronto, podríamos buscar una redacción que incorporara esa parte 
final, que es la carga útil del artículo, a los parágrafos anteriores, o simplemente podríamos eliminar la 
parte redundante, pero este es un tema de redacción y no de concepto. 


Entonces, si les parece bien, continuamos con el artículo 62 -es el siguiente en el listado de 
las disposiciones a consultar con la Comisión Redactora-, que refiere a las declaraciones del imputado 
ante la Policía. Una parte del artículo es muy clara y no merece comentario; lo que había sido 
cuestionado por el señor Senador Rosadilla es la última parte, donde se establece que la Policía podrá 
consignar las declaraciones que voluntariamente quiera prestar el imputado -y acá viene la parte que el 
señor Senador Rosadilla cuestionó-, “previa autorización del Fiscal y bajo su responsabilidad”. No 
tenemos en este momento a mano los fundamentos por los que el señor Senador Rosadilla 
cuestionaba esto, pero este es el planteamiento que trasladamos a la Comisión Redactora. 
¿Consideran que existe algún inconveniente para que se actúe conforme a lo propuesto en el artículo? 


SEÑOR REAL.- Hemos evaluado el tema y creemos que el artículo resuelve algunas cuestiones 
prácticas que pueden plantearse. Cuando trabajamos respecto al planteo de la Comisión, imaginamos 
situaciones que pueden darse en el interior, donde el Fiscal a veces está lejos de donde ocurrió el 
hecho delictivo y no le resulta fácil tomar en forma inmediata declaración a la persona presuntamente 
vinculada a un delito. Entonces, a efectos de que el Fiscal directamente pueda tomar la iniciativa de 
llevar el asunto ante el Juez, se pensó en la posibilidad de que, bajo su responsabilidad y con 
consentimiento del imputado, la Policía pueda interrogarlo sobre cuestiones básicas. Esto tiene por 
objeto permitir que el Fiscal pueda conocer la situación y resolver si sigue adelante o archiva el 
procedimiento. Planteamos eso fundamentalmente por las lejanías que pueden darse en el interior y 
por la cortedad de los plazos constitucionales. De repente, puede haber asuntos bastante claros pero 
en los que exista imposibilidad material de que las personas en cuestión puedan declarar ante el Fiscal 
dentro de los términos necesarios; para esos casos es que damos esta oportunidad. 


Obviamente, esto solo tiene por objeto orientar al Fiscal para que resuelva si lleva o no el 
asunto ante el Juez. No estamos hablando del valor probatorio de esa declaración en sede policial que, 
por cierto, no lo tiene. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- En realidad, lo que se procuró fue allanar los posibles vacíos que la casuística 
puede llegar a presentar pensando, particularmente -como decía el doctor Real-, en el desarrollo del 
proceso en el interior de nuestro país. Hay situaciones en las que, a partir del hecho en sí mismo, la 
persona que está comprometida -por decirlo de alguna manera- quiere aportar algún tipo de datos o 
información; en esas hipótesis la disposición habilita a que, coordinadamente con el Ministerio Público, 
se pueda recabar esa información. A partir de allí, lo que se diga pasará por una instancia formal de 
habilitación. Pienso que esto de ningún modo menoscaba sino que, al contrario, fortalece el proceso. 


SEÑORA BEREZÁN..- Creo recordar que el cuestionamiento del señor Senador Rosadilla tenía que ver 
con el tipo de responsabilidad que tiene el Fiscal. En ese sentido, se preguntaba qué significa la 
responsabilidad funcional. 


La responsabilidad funcional es administrativa; partimos de la base de la buena fe en cuanto 
a que no se va a convertir en una práctica que los Fiscales habiliten la declaración o el interrogatorio 
del detenido sin su presencia. Tampoco conocemos cuál sería, en todo caso, la estructura adecuada 
del Ministerio Público en función de este nuevo proceso. De todos modos, hoy ya se prevé la 
responsabilidad funcional; no se trata de una responsabilidad penal sino de tipo administrativo. El 
señor Fiscal de Corte, o quien ejerza la función, tomará conocimiento de ese hecho si se convierte en 
algo excesivamente notorio; no va a ser una actitud que pase inadvertida. Este tipo de proceso, 
justamente, está pensado para que nada pase en secreto y que todo lo que suceda en él, para bien o 
para mal, sea de conocimiento público. 


Repito que estamos hablando de una responsabilidad administrativa, que se resolverá en 
otro ámbito y no en el del proceso penal. Esencialmente, la idea es pensar que Montevideo no es el 
único lugar donde existe proceso penal; abarca el país entero y, a pesar de que es un país chico, 
muchas veces el Fiscal tiene que recorrer kilómetros y kilómetros para poder constituirse. Además, los 
plazos son de 48 horas y no más que eso. 


SEÑORA MOREIRA.- El señor Senador López Goldaracena -que no se encuentra presente- y quien 
habla, en su momento, queríamos directamente eliminar el último párrafo. Tengo en mi poder un texto 
que, dejando de lado la indagatoria o la interrogación por la identidad, dice: “Tomar declaración al 


imputado por la Policía sin su defensa letrada debe ser excepcionalísimo y siempre sujeto a nueva 
consideración. La posibilidad de que se le conceda a la Policía de consignar declaraciones que 
“voluntariamente” quiera prestar” -y la palabra “voluntariamente” porque siempre, en todo el 
procedimiento, estamos protegiendo a las personas, especialmente en cuanto a las declaraciones 
voluntarias que se hagan ante la Policía- “no debe existir, pues si quiere declarar lo deberá hacer en 
presencia de su defensa letrada y, en realidad, ante el Fiscal”. 


Entiendo que las consideraciones que se hacen aquí son de naturaleza práctica, mientras que 
estas son de carácter protectivo-normativo. Quizás debamos encontrar una solución entre las 
consideraciones de carácter práctico y las necesarias salvaguardias que debe tener el proceso; no sé 
cómo se podría lograr eso, pero me parece que ese es el asunto. 


SEÑORA BEREZÁN.- Habría que mejorar la redacción para que quede claro que es una situación 
excepcionalísima. Es decir, habría que buscar una palabra mágica que haga que esto tome realmente 
el viso que debe tener, o sea, que se trata de una situación excepcional y no de regla. En fin, la 
conciliación entre la teoría y la práctica quedará en manos de los señores Senadores, pero la idea es 
que esto no puede convertirse en práctica porque todo el proceso se desvirtuaría. 


SEÑOR REAL.- Cuando se construye un nuevo sistema jurídico procesal, como en este caso, se lo 
hace sobre la realidad. La primera parte del artículo establece claramente, no que la Policía tiene la 
facultad de interrogar su identidad, sino que solo puede interrogar sobre eso y que ese es el principio. 
La primera novedad del artículo, si se quiere, es que incorpora la prohibición expresa -como regla 
general- de que la Policía interrogue sobre otra cosa que no sea la identidad. Ese es el principio 
general y, como tal, creo que por sí mismo aporta, sobre esta realidad jurídica que hoy tenemos, una 
cuestión bastante positiva. 


Por otro lado, no sé si el término puede ser “declarar”, porque tal vez pueda llevar a 
confusión, pero en todo caso estamos regulando algo que, de hecho, hoy funciona. Actualmente los 
Jueces son los que reciben las comunicaciones policiales y toman decisiones. Por su parte, la Policía 
les comunica que tiene una persona detenida por un hecho delictivo y que esa persona dice algo sobre 
el asunto, o no dice nada. En realidad, nos referimos a una especie de orientación que la Policía da, o 
que el Juez requiere de la Policía, para tomar una primera decisión, que es disponer la libertad del 
imputado, mantenerlo detenido y conducirlo al Juzgado al día siguiente o en un rato, o eventualmente 
emplazarlo, según las características del asunto. Pero esa primera información, casi inevitablemente 
tiene su origen en la Policía. Esta norma es restrictiva y garantista en el sentido que prohíbe que se 
tome declaración sobre otra cosa que no sea la identidad y demás datos. Solo como excepción -que 
tiene su explicación en las dificultades prácticas de las que habló la señora Senadora y que nosotros 
planteamos primero- tiene sentido esa declaración que, en realidad, simplemente consiste en que la 
Policía pregunte al imputado qué tiene que ver en el asunto y este conteste, por ejemplo: “Nada”. En 
ese caso la Policía va a comunicar al Fiscal que la persona niega la acusación, pero también puede 
ocurrir que diga: “Tenemos un testigo”, “No tenemos nada” o “Lo encontramos en su casa, y nos parece 
que puede tener algún vínculo con el hecho” -cuestión habitual- “porque tenemos datos confidenciales 
que van en esa dirección”. En ese caso, con los datos que tiene el Fiscal puede decidir que le lleven al 
imputado a su despacho, si tienen tiempo, que lo liberen o que se lo lleven al día siguiente. Pero 
también puede decir: “Me alcanza con lo que tiene; me comunico con el Juez y le pido una audiencia”. 
Esa es la finalidad. No sé si la palabra “declaración” -que da a entender algo más formal que lo que 
ocurre en la práctica-, es la adecuada, pues puede generar alguna confusión, pero en todo caso, como 
al tiempo de valorar la prueba somos tan formales -no olvidemos que ni siquiera la declaración ante el 
Fiscal tiene valor probatorio, porque después toda esa prueba debe repetirse judicialmente-, nos 
parece que desde ese punto de vista las garantías están cumplidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Luego de haber escuchado la opinión de la Comisión Redactora sobre este 
punto, sin perjuicio de las deliberaciones que podamos tener después, creo que podemos seguir 
adelante. 


SEÑORA MOREIRA.- Por supuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 63. Aquí hay diferentes modificaciones. Si 
les parece bien, voy a solicitar que por Secretaría se dé lectura a todas las observaciones que se 
formularon al artículo. 


(Se lee:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “La señora Senadora Moreira propone sustituir el nomen juris por 
“Protección de identidad”. El señor Senador Rosadilla sugiere que se diga 'las autoridades debidamente 
autorizadas'. El señor Senador Pasquet propone agregar al inicio de la disposición la frase “Sin 
autorización del Ministerio Público”. La señora Senadora Moreira y el señor Senador López 
Goldaracena proponen que se agregue al final “salvo causa fundada, cuando no perjudique la 
investigación, con la autorización del Ministerio Público". La señora Senadora Moreira sugiere leer la 
disposición junto con los artículos 115 y 116. El señor Senador Pasquet considera excesivo que se 
exija el requisito fundada” ya que es presupuesto implícito de toda actuación del Ministerio Público y 
afirma que debiera alcanzar con una consulta telefónica. El señor Senador López Goldaracena 
ejemplifica y argumenta sobre la importancia de establecer la excepción”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aquí el tema es si los funcionarios policiales pueden informar a la prensa 
sobre los hechos delictivos y en qué términos pueden hacerlo. Acaban de escuchar las distintas 
posiciones que hay al respecto, puesto que algunos entendemos que para hacerlo necesitan 
solamente autorización del Ministerio Público y que debe hacerse de la manera más ágil posible, 
mientras que otros estiman que hay que someter esa autorización a otros requisitos. Esa es la 
cuestión, donde evidentemente está en juego la protección de las personas involucradas en esto y, por 
otro lado, también está el derecho de la opinión pública a recibir información sobre hechos relevantes. 


SEÑOR REAL.- Esto también tiene que ver con lo que expresábamos hace unos momentos en el 
sentido de que se construye a partir de una realidad. Lo cierto es que durante muchos años la Policía 
fue prácticamente la única fuente de información sobre los hechos policiales o judiciales penales. Esto 
cambió cuando la Suprema Corte de Justicia creó el cargo de vocero oficial, lo que de alguna manera 
ha venido a refrescar la situación y ha permitido que la información sea más fidedigna, precisa y 
técnica. Como éramos conscientes de que podía haber alguna forma de restricción de la libertad de 
información o del derecho a estar informado -naturalmente este Código pretende recoger esos 
derechos y, en ese sentido, la publicidad es un valor incorporado de manera muy importante-, 
intentamos eliminar esa suerte de corruptela que en la práctica ha venido funcionando y que hace que 
los medios se dirijan a la Policía, que esta dé cuenta de los hechos y que la prensa tome la información 
tal como viene y la difunda. No estoy diciendo que esto suceda siempre, pero en general esta 
información es imprecisa y, muchas veces, lisa y llanamente errónea. El objeto de esta disposición fue 
ese y, naturalmente, con su mejor criterio los señores Senadores dispondrán las limitaciones que 
crean del caso; yo estoy dando el contexto y el fundamento histórico, si se quiere, que tuvo la Comisión 
para resolver. 


SEÑORA BEREZÁN.- Nos parece adecuada la sugerencia de la señora Senadora Moreira de que 
quizás el nombre del artículo debería ser “Protección de identidad” -porque lo que queremos es 
proteger-, en lugar de “Prohibición de informar”. Como bien decía el doctor Real, la idea es custodiar la 
identidad de las personas. Quizás en la práctica se encuentre la forma de acotar las posibilidades de la 
Policía de informar, el artículo va en el sentido de que no lo pueda hacer, pero también se puede prever 
alguna excepción. Nosotros no tomamos posición al respecto porque entendemos que es una decisión 
que pasa por otro lado. 


SEÑORA MOREIRA.- Nosotros estamos de acuerdo con el artículo y me parece que fue el señor 
Presidente quien quiso reservar la posibilidad de que esa identidad fuera revelada bajo ciertas 
circunstancias. Reitero: creo que fue el señor Presidente quien hizo la salvedad de que se podía 
introducir alguna excepción y ante eso, junto al señor Senador López Goldaracena expresamos que si 
se seguía ese criterio realmente tendría que tener un carácter muy excepcional, con causa fundada y 
también debería contar con la autorización del Ministerio Público. Por nuestra parte, repito que estamos 
de acuerdo con el artículo tal como está redactado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con el resumen, mi propuesta consiste en que esto quede 
supeditado a la autorización del Ministerio Público. Es decir que sin autorización del Ministerio Público, 
la Policía no podrá informar; solamente puede informar si el Ministerio Público lo autoriza, cosa que 
me parece razonable. 


Ahora bien: la realidad normativa hoy va por otro lado. Actualmente se encuentran vigentes 
resoluciones del Ministerio del Interior que limitan el acceso a la información prácticamente en todas 
sus competencias, comprendido todo aquello que tiene que ver con los delitos. Ese ha pasado a ser el 
principio general: el Ministerio del Interior no informa salvo que lo estime pertinente, pero en principio 
no hay información. Tal vez quede desbalanceado el derecho de la sociedad a enterarse, a recibir 
información. De cualquier manera, el texto apunta en otro sentido a evitar los excesos que sabemos 
que se han cometido y, como ustedes bien lo dicen, termina siendo un tema de prudencia y de criterio, 
y a ese respecto tendremos que deliberar. No obstante, creemos que hemos recibido la opinión de la 
Comisión Redactora en términos muy claros. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Recogiendo algunas de las inquietudes que los señores Senadores manifiestan 
respecto a esta disposición, nosotros también consideramos que incluir la autorización previa del 
Ministerio Público podía reforzar la divulgación de la noticia; sobre todo si se tiene en cuenta el tipo de 
proyecto, para mantener una línea de coherencia con la relevancia de la figura que tiene el Fiscal, 
también se podría dar la noticia en cada oportunidad, a los efectos de tener un mayor respaldo y una 
mayor garantía. Creo esta medida tampoco cambiaría la naturaleza. 


SEÑORA MOREIRA.- No se trata de no revelar información, sino de no revelar la identidad ante los 
medios masivos de comunicación; eso es lo que se busca salvaguardar. Dejo constancia de que 
estamos defendiendo la identidad y por eso lo de no informar a los medios; nunca se dijo que no se 
informara a los familiares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 64.1. 


Según el registro que tenemos, hay una observación que fue formulada por quien habla. En 
esta norma se da la definición de imputado, y según el texto del proyecto, se considera imputado a 
toda persona a quien se atribuya su participación en la comisión de un delito, o que sea indicada como 
tal ante las autoridades competentes. Me parece que en estos términos queda equiparado el imputado 
con el simple denunciado. Si viene una persona y dice que Fulano de Tal hizo tal cosa, pasa a ser 
imputado. Creo que esa no es la idea; la idea es que la imputación tenga otra formalidad. Por ejemplo: 
que el Ministerio Público atribuya a la persona la participación de un delito. No me parece que haya 
que equiparar imputado a denunciado porque son dos situaciones bien distintas y, hasta donde sé, no 
hubo intención de hacerlo. 


SEÑOR REAL.- Por el contrario, nuestra posición es justamente equipararlas porque desde el 
momento en que se tiene la condición de imputado -tal como se señala en algunas de las 
observaciones o comentarios que este artículo le mereció a la Comisión-, se adquiere un estatus que 
otorga un conjunto de garantías que es necesario tener desde el principio. Imaginemos esto: ante un 
hecho concreto, una persona es señalada por testigos como autor de un delito. La Policía se lo 
comunica al Fiscal, quien ordena que se la conduzca a su despacho. Desde ese momento, y antes de 
que el Fiscal tome la declaración, para la propia declaración, el denunciado, como actor del delito, debe 
ser un imputado porque se requiere que disponga de asistencia letrada. Y el Fiscal ni siquiera ha 
empezado a tomar la declaración y, por lo tanto, no le ha atribuido ninguna acción delictiva. Creo que 
esto engancha con lo que ha sido una polémica planteada desde la vigencia del actual Código del 
Proceso Penal y especialmente antes -después continuó, pero ya con otros argumentos- de la 
aprobación de la Convención Americana. Era aquella discusión que teníamos entre el indagado y el 
imputado, donde con una visión que por suerte ya ha quedado perimida, el indagado era poco menos 
que un testigo que declaraba bajo juramento y recién adquiría el estatus de imputado cuando concurría 
a la audiencia rectificatoria -porque el Fiscal había pedido el procesamiento- y por consiguiente podía 
tener un defensor, etcétera. De lo que se trata aquí es de que a partir de que a una persona se la 
vincule de alguna manera con un hecho delictivo, en el primer acto de procedimiento -como lo es la 
declaración ante el Fiscal- ya pueda contar con el estatus de imputado que le otorga todos los 
derechos propios de esa condición. Allí radica la discrepancia tal vez. Si lo dejáramos librado a la 


atribución del Ministerio Público, por ejemplo, declararía ante el Fiscal sin necesidad de asistencia 
letrada porque, obviamente, aquel no va a poder atribuirle ninguna responsabilidad penal eventual 
antes de tomarle declaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito insistir sobre lo siguiente. El giro del artículo 64.1 es de una 
absoluta amplitud. Está redactado en forma impersonal: “a quien se atribuya su participación”. Quiere 
decir que la atribución la puede hacer cualquiera, la prensa, alguien a través de un medio masivo de 
comunicación, o una persona con la intención de acreditarse. Si esto está pensado para convertir a 
alguien en imputado, con lo que adquiere todos los derechos inherentes a esa calidad -entre ellos, el 
de acceder a todas las actuaciones de investigación y presumariales-, terminamos con toda la reserva 
que pueda haber en esas actuaciones. Tengamos en cuenta que cualquier persona fácilmente podrá 
decir que tiene la calidad de imputado y que por ese motivo no hay reserva posible, teniendo la 
posibilidad de acceder a todas las actuaciones. De ese modo, la investigación de cualquier actividad 
delictiva, en cualquier etapa, queda a la vista del público, lo cual puede generar muchos problemas 
para la eficacia de esa investigación; creo que allí se presenta un problema. Insisto en que esto es muy 
manejable. ¿Quién atribuye a otro la condición de imputado? De pronto tengo interés en acceder a 
todas las actuaciones y simplemente hago que otra persona -que puede ser un amigo mío- señale que 
tengo algo que ver. De ese modo paso a ser imputado y por ese solo hecho tengo acceso a toda la 
información. No hay reserva posible en esas condiciones. 


SEÑORA BEREZÁN.- Debemos ubicarnos en la realidad de esta propuesta de reforma procesal, tal 
como decía el doctor Real. En el actual proceso penal se habla de indagado, de procesado y de 
condenado. El indagado es el que participa en todas las instancias presumariales, cuando se lo 
investiga, pudiendo estar privado de libertad o no. Precisamente, si no está privado de libertad, en la 
actualidad no tiene acceso a la información de su propia investigación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con el nuevo 113 sí lo tiene. 
SEÑORA BEREZÁN.- Pero cuando ya casi está el auto de procesamiento. 


SEÑOR REAL.- Si no ha sido citado, todas las actuaciones previas le son desconocidas. Cuando se le 
cita, en función del 113 -porque se le vincula con un delito; la vinculación, obviamente, está en el 
expediente- se le intima la designación del defensor para que disponga de esa garantía. Hoy existe la 
posibilidad de que, con carácter previo a esa comparecencia, haya una investigación que para él y para 
todos pueda resultar reservada. Personalmente, pienso que lo mismo ocurriría en este caso. Cuando 
se dice “a quien se atribuya” no hablamos de la atribución del amigo, tal como ejemplificaba por el 
absurdo el señor Presidente, sino de la que surge de las actuaciones judiciales o ante la Fiscalía en 
este caso. Creo que no se trata de que, por el mero hecho de hacerse eco de un comentario 
periodístico, una persona pueda comparecer ante la Fiscalía a pedir que le den acceso a las 
actuaciones; esa atribución tiene que surgir, justamente, de la propia actuación, esto es, que haya un 
testigo, una denuncia. Frente a esto, incorporado como actuación a las actuaciones del Ministerio 
Público -preparatorias de su eventual acusación o pedido de sobreseimiento-, el acusado, el indagado 
o el señalado deberá tener derecho de acceso a esas actuaciones, salvo que el Juez disponga la 
reserva por las razones que establece el propio Código referidas a la eficacia de la prueba en ciertos 
casos. 


Tengo la impresión de que es cierto que la redacción puede ser un poco amplia, pero creo 
que no comprende ese tipo de situaciones -como la vinculación por medio de la prensa o de cualquier 
persona-, sino que requiere que ese vínculo surja de las actuaciones que se están realizando. Creo 
que a partir de allí es imputado y tiene derechos. 


Lo otro que uno puede sentir es que adquirir la condición de imputado lo denosta o, en fin, lo 
perjudica, pero en realidad lo beneficia porque le da todos los derechos que tiene esa condición a 
diferencia de un mero testigo, un tercero. 


SEÑORA BEREZÁN.- Será que nosotros seguimos viéndolo con los mismos ojos que el doctor Real, 
pero si leemos detenidamente el artículo veremos que se considera imputado a toda persona que se le 


atribuya su participación en la comisión de ese hecho y sea indicada como tal ante las autoridades 
competentes desde cualquier acto inicial de los procedimientos o durante el desarrollo del mismo. No 
se trata simplemente de que alguien diga por ahí: “Fulano cometió tal delito”. Eso debe convertirse en 
una actuación que termine inmediatamente en una intervención del magistrado competente, el 
Ministerio Público o el Juez ante una audiencia de investigación. 


Partimos de esa base: desde el mismo momento en que alguien es señalado -es la palabra 
adecuada- de que eventualmente participó en la comisión de un delito, es porque en ese momento se 
pone en funcionamiento una maquinaria que hace que ese individuo inmediatamente adquiera un 
estatus que lo habilita a algo tan esencial como es declarar con asistencia letrada desde la primera 
vez. 


Eso es lo que seguimos entendiendo en este artículo, pero hay que ver si persisten las 
dudas. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quizás podamos hacer el planteo a partir de un ejemplo. 


Supongamos que una persona sustrae una mercadería del estante de un supermercado. Allí 
se le puede sindicar como el responsable a través de las cámaras de televisión, del guardia de 
seguridad o quizás de otros clientes, pero en sí mismo no es imputado; pasaría a serlo formalmente 
desde el momento en que esa misma declaración empieza un proceso, una investigación, o -como dice 
la propia disposición- a partir de cualquier acto jurídico. Quizás ahí está marcada la diferencia. Puede 
ser que la crítica tenga un valor en el sentido de la amplitud -como decía mi colega, el doctor Real-, 
pero debe quedar bien claro que solo se adquiere formalmente la calidad de imputado, no porque se le 
adjudique o determine prima facie, sino cuando comienza un proceso o un acto jurisdiccional, 
cualquiera sea. En el ejemplo a que hacíamos referencia, ese individuo recién adquiere la calidad 
formal de imputado cuando es detenido y conducido ante el Fiscal, por ejemplo. A partir de ahí sí 
adquiere la calidad formal, esto es, los derechos, como decía la doctora Berezán. 


Ese es el espíritu que nos gobernó para marcar este concepto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si entiendo bien, la atribución de participación en la comisión de un delito, no 
sería la que podría hacer cualquiera, sino la que haga alguna autoridad pública de manera explícita o 
implícita. O sea, tiene que haber un acto de autoridad; no un comentario periodístico o una acusación 
política, por ejemplo, en el ámbito del Parlamento, sino otra cosa: que, de algún modo, surja que la 
autoridad -ya sea policial, judicial o el Ministerio Público- considera que la persona en cuestión tiene 
algo que ver con determinado hecho, aunque no lo diga expresamente. Dicho de otra manera, basta 
con que la autoridad realice actuaciones que permitan suponer que considera involucrada a la persona. 
Esto, una vez iniciados los procedimientos, le conferiría a alguien la calidad de imputado. ¿Es así? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Efectivamente, señor Presidente. 


SEÑOR DA ROSA.- Pensando en este punto y buscando conciliar el criterio expuesto por la Comisión 
Redactora del Código del Proceso Penal y las garantías que busca introducir el artículo propuesto por 
el señor Presidente, entiendo que la conclusión y el resumen que él acaba de hacer se podrían traducir 
en esta disposición, quizás introduciéndole alguna modificación para que indique: “a quien se atribuya 
por la autoridad competente”. De esta forma se daría más precisión al artículo, sin establecer 
expresamente que deba ser el Ministerio Público, pero dejando en claro que esa atribución solo puede 
ser hecha por alguien que esté investido de una representación del Estado, del ejercicio del poder del 
Estado, precisamente para evitar esa generalización de la que hablaba hace unos instantes, que puede 
ser peligrosa. 


SEÑOR REAL.- Sin pretender extender la discusión sobre este punto, quiero aclarar que lo que 
pretendimos -y seguimos creyendo que es correcto- no es que cualquier autoridad le atribuya esa 
condición, sino que cualquiera le atribuya esa condición ante una autoridad. ¿Quién lo puede hacer? 
Un testigo; un testigo que vio y presenció los hechos. Lo que sí es necesario es que ese testigo vincule 
a la persona ante una autoridad administrativa. O sea, no se trata de que la Policía le manifieste al 


Fiscal, por ejemplo, que tal señor cometió un delito -porque eso no lo puede hacer-, sino que diga que 
tiene un testigo que manifiesta tal o cual cosa. En ese caso, el Fiscal podrá tomar en cuenta ese 
elemento. 


De modo que entiendo que la redacción, en ese sentido, es correcta, porque refiere a toda 
persona a quien se atribuya su participación en la comisión de un delito o que sea indicada como tal 
ante la autoridad competente. 


Tal vez lo más adecuado sería buscar la forma de juntar las dos partes en una sola. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, el texto podría decir: “la autoridad, o cualquiera ante la 
autoridad”. 


SEÑOR REAL..- Correcto; pienso que esa sería una buena solución. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Después lo redactaremos, pero me parece que el concepto quedó esbozado. 


Corresponde pasar al artículo 69. Por cierto, este es un artículo bien complejo, porque 
considera distintas hipótesis, que quizás puedan merecer -eso lo tendremos que dilucidar- un 
tratamiento diferente también, pues por un lado, está la situación del que comete delito siendo 
inimputable y, por otro, la situación del que comete delito siendo imputable y luego, en el curso del 
proceso, deviene incapaz, que es lo que a mi juicio se debería decir en lugar de “inimputable”, porque 
esta condición refiere a la comisión del hecho presuntamente delictivo. 


Habida cuenta, pues, de que en este punto hay distintos matices y posibilidades, hay una 
serie de observaciones que quizás recojan lo que dijimos, aunque no nos hayamos expresado 
exactamente bien, o tal vez no tomen exactamente lo que se señaló en su momento. Lo cierto es que 
tienen relación con todos estos matices que hacen a un problema bien complejo. 


Solicito a Secretaría que dé lectura a las observaciones, pues parto de la base de que todos 
disponemos del articulado. 


(Se lee:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “El señor Senador Pasquet sugiere en el numeral 69.1 agregar la 
preposición “en” antes de los términos 'que se denuncie”. 


En relación al numeral 69.2, señala que el concepto de inimputabilidad es inadecuado y 
sugiere sustituirlo por 'incapaz' y eliminar la frase 'conforme a lo expresado en el numeral anterior”. 
Asimismo sugiere agregar, al final del texto del numeral 69.2, una coma y la frase “si fuere necesario". 


El señor Senador López Goldaracena analiza los planos temporales diversos a que refieren 
los numerales 69.1 y 69.2; expresa que considera conveniente mantener el término “inimputable” que 
hace especial referencia al Derecho Penal y propone, a efectos de clarificar, agregar, a continuación de 
“deviniere inimputable”, la frase “por causa superveniente”. 


El señor Senador Da Rosa expresa que no están claras las diferencias conceptuales entre 
ambos numerales y propone que se consulte a la Comisión Redactora. 


Respecto al numeral 69.3, el señor Senador Pasquet considera que está mal redactado ya 
que correspondería absolver al imputado y no declararlo autor de los hechos. Manifiesta su acuerdo 
con formular consulta respecto de esta disposición con la Comisión Redactora. 


El señor Senador López Goldaracena considera adecuado que se prevea la situación de que 
la persona devenga inimputable en el curso del proceso y manifiesta su acuerdo con realizar la 
consulta. 


La señora Presidenta dispone que se dé lectura a los artículos 30 a 33 y 35 del Código Penal 
vigente y del proyecto de ley de reforma del mismo. Y expresa que al momento de retomar la 
consideración de la disposición que se analiza se tomará en cuenta la nueva reformulación de los 
eximentes de pena”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, me gustaría aclarar algo sobre el artículo 69.3, por cuanto me 
concierne. La hipótesis que me planteaba era que el individuo hubiera cometido el delito siendo 
imputable y que, una vez iniciado el proceso, se incapacitara. En ese caso no correspondería 
declararlo autor inimputable de tales y cuales hechos porque, cuando los cometió, era imputable. Por lo 
tanto, en el pronunciamiento sobre el fondo se lo condenará o absolverá. Reitero que no corresponde 
declararlo autor inimputable porque era imputable. La cuestión es saber de qué manera incide la 
incapacidad superviniente en el proceso penal. Esto es algo que en este momento no solo no tengo 
claro sino que me genera más confusión que antes de haber empezado a pensar en el tema. Me 
explico: si no se puede seguir un proceso en ausencia del imputado -no se puede seguir un proceso 
penal en rebeldía-, ¿puede continuar cuando el individuo está incapacitado? Frente al hecho de sufrir 
un accidente cerebrovascular, ¿tiene sentido imponerle una pena a alguien en esas condiciones? 
Insisto: estas son perplejidades personales que simplemente traslado a la Comisión porque no tengo la 
solución. 


SEÑOR REAL.- El artículo es muy complejo e involucra cuestiones penales de fondo, más que 
procesales. 


Precisamente, en el día de ayer estuvimos debatiendo con los compañeros sobre este tema - 
no resulta fácil ponerse de acuerdo en estas cosas y más cuando la jurisprudencia ha sido 
contradictoria en base a la legislación actual- que, en cuanto al fondo, el proyecto de ley no cambia. 


Con respecto a la primera situación, es decir, que el autor sea inimputable, la práctica judicial 
habitual -al igual que la jurisprudencia regular, que la Comisión no pretendió modificar- consiste en que 
se inicie un proceso a la persona como autor inimputable y que, una vez comprobada su culpabilidad - 
en el sentido de su responsabilidad o su autoría material de los hechos-, se le impongan medidas de 
seguridad curativas en lugar de una pena. Esto es lo que establece la ley penal de fondo. Esa cuestión 
parece bastante clara y no debería generar mayores discusiones. Lo que sí las genera es cuando el 
autor imputable de un delito deviene inimputable en el transcurso del proceso. La discusión aquí se 
centra, no ya en la validez del proceso -que se incoó en forma correcta y adecuada y que, a mi juicio, 
en principio debería conducir a una sentencia de condena-, sino en la aplicación de la pena, que se 
tornaría impracticable. Creemos que la conclusión debería ser que se condena a una persona como 
autor imputable de un delito, pero ante su situación actual de inimputabilidad, no puede ser objeto de 
una pena y, en su lugar, se dispone otro tipo de medidas. Esa sería la salida jurídica del tema. En 
realidad, me parece que el artículo no se mete con esta solución, pues establece la facultad de la 
internación, entre otras medidas. En la práctica, más allá de que se trata de un concepto 
eminentemente penal, se discute si, por ejemplo, se puede hablar de imputabilidad desde el principio 
del proceso porque, en realidad, debería ser el resultado del dictado de una sentencia definitiva. Sin 
embargo, actualmente se opta -creo que con razón, con buen sentido- por disponer el procesamiento 
de una persona como autor inimputable, lo que implica una imputación prima facie o una resolución 
primaria, una especie de inimputabilidad provisional -por llamarlo de alguna forma- en función de los 
elementos que obran en el expediente, la que luego es o no confirmada por una sentencia definitiva 
que declara al autor inimputable. No es que devenga imputable en el transcurso del proceso, sino que 
las pruebas o las pericias que se incorporen pueden determinar otra cosa. 


Creo que el término “imputable” vale y no deberíamos cambiarlo porque es un concepto 
eminentemente penal que está definido de forma clara en el Código Penal; las dudas pueden surgir en 
cuanto a la provisoriedad, en el caso de que el proceso se dirima, y hasta la sentencia definitiva, o si 
sucede que esa condición se adquiere luego. De todas formas, es el inimputable el que no puede ser 
objeto de pena -estoy hablando de la segunda hipótesis- y no el incapaz, aunque pueden ser 


conceptos muy similares; por su condición de inimputable -situación que devino en el transcurso del 
proceso- no podrá ser objeto de una pena y se le impondrán las medidas sustitutivas que se entiendan 
del caso. Me parece que esta es la salida y la lógica del artículo. 


SEÑORA BEREZÁN.- En la misma línea de pensamiento del doctor Real, y tal como lo afirmaba el 
señor Senador López Goldaracena, creo que el concepto de inimputabilidad pertenece estrictamente al 
Derecho Penal. Y me parece que el concepto de incapacidad es mucho más amplio que lo que se 
acepta por inimputabilidad; se puede ser incapaz físicamente y capaz intelectualmente, y quizás eso en 
el área civil requiera o habilite una declaración de incapacidad. Por ejemplo, en mi oficina se patrocina 
a alguien que comete rapiñas en una silla de ruedas y está declarado civilmente incapaz por el Banco 
de Previsión Social, y previamente por la Justicia Civil, pero no es inimputable. 


En definitiva, aquí tratamos de incorporar una realidad que hoy no está prevista: qué pasa si 
alguien, al momento de la comisión del ilícito, absolutamente lúcido, después deviene, durante el 
proceso -tal como decía el doctor Real-, en alguien que no tiene idea de dónde está o qué hizo en 
aquel momento. ¿Cuál es el sentido de la imposición de una pena en el proceso penal? Es 
responsabilizar al sujeto que comete un acto delictivo con una sanción que la sociedad ha impuesto 
desde el punto de vista legal como, por ejemplo, privación de libertad o someterse a un período de 
vigilancia por equis tiempo para “pagar” -como dicen ellos- su mal comportamiento para con la 
sociedad. Entonces, ¿qué sentido tiene imponerle una pena a alguien que no tiene conciencia? ¿Cuál 
es la idea? Que si en el decurso del proceso deviene inimputable, pero se prueba que cometió el delito, 
no corresponde la absolución; corresponde que se lo declare autor inimputable de la comisión de ese 
delito y, por sus condiciones, se le impongan medidas curativas. Tal como comentábamos anoche, 
alguien que comete un delito siendo ab ¡nitio presuntamente inimputable debido a una patología equis, 
puede terminar siendo declarado absuelto. Puede suceder que en el decurso del proceso la prueba 
diga “No; este señor no fue”. 


El hecho de devenir inimputable es algo prácticamente nuevo, pero a los efectos de la 
aplicación práctica debe mantenerse el concepto de inimputabilidad que -según entiendo- es más 
restrictivo que el de incapacidad. No olvidemos que el tercer inciso hace referencia a las dos 
situaciones: por un lado, a aquel que ab initio fue sometido a proceso como presunto autor, pero ya se 
nota que es inimputable. Además, está previsto en el Código que ante esa presunción el Juez debe 
pedir inmediatamente una pericia para ver las condiciones de esa persona a fin de saber si se la envía 
a la cárcel o a un centro de internación. Después decimos que, ante cualquiera de las dos situaciones, 
el trámite seguirá comúnmente hasta la sentencia definitiva y, en tal circunstancia, se declarará al autor 
inimputable -siempre y cuando se pruebe que realmente cometió el delito- y se le impondrán las 
medidas correspondientes. 


SEÑORA MOREIRA.- Tengo una duda con relación a la amplitud del concepto de inimputabilidad y con 
su relación tan directa con la internación en un establecimiento especializado. Toda la redacción está 
orientada a una inimputabilidad producida por una incapacidad de tipo físico, síquico, etcétera, pero 
cuando nos remitimos a los artículos 30 a 35, aparecen la minoría de edad y el homicidio piadoso, 
entre otros. Hay una mención a los artículos del Código Penal muy generosa y abierta cuando, en 
realidad, nos estamos refiriendo a ciertas causas que hacen a una persona devenir inimputable. Por 
eso me parece que habría que ajustar la redacción. 


SEÑORA BEREZÁN.- El artículo dice “previo dictamen”; entonces, hay que ver qué grado de 
inimputabilidad tiene. 


SEÑORA MOREIRA.- Obviamente, esto no se aplica a la minoría de edad. Entonces, ¿por qué no se 
hace la mención a los artículos del Código Penal estrictamente referidos a esto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me permito volver con un comentario sobre este punto. 


En la concatenación de los artículos 69.2 y 69.3 resulta que a aquel que deviene inimputable 
en el curso del proceso, como dice el artículo, pero que no lo era cuando cometió el delito, al final del 
proceso se lo declara autor inimputable y se le imponen medidas curativas. Eso de declarar a alguien 


autor inimputable de tales o cuales hechos e imponerle medidas curativas es la solución que 
prácticamente se ha adoptado desde siempre para referirse al que es inimputable cuando comete el 
delito, pero acá estamos considerando una situación diferente, que es la del artículo 69.2. Considero 
que la terminología empleada no refleja esa diferencia. Disponemos lo mismo con relación a quien era 
imputable cuando cometió el delito y devino inimputable, que para aquel que cometió el delito y era 
inimputable desde el comienzo. Entiendo que se trata de situaciones que merecen un tratamiento 
distinto porque quien cometió el delito siendo imputable debe ser condenado por haber cometido el 
delito y, si no lo cometió, debe ser absuelto. Ahora bien, si cometió el delito siendo imputable y 
posteriormente devino inimputable o incapaz -es el término de mi preferencia-, al declararlo autor 
inimputable parece que lo que no le estamos imputando es el delito, cuando lo que no hay que 
imponerle es la pena, que es algo distinto. Confieso que no se me había planteado hasta ahora la 
cuestión de lo que podríamos llamar imputabilidad de la pena porque manejamos el concepto con 
relación al delito. Hasta ahora no lo había manejado con relación a la pena, pero es perfectamente 
pertinente y tenemos que considerarlo así porque ¿qué sentido tiene penar a quien no entiende, es 
decir, penar a un incapaz o a un inimputable? Dejo planteada la dificultad porque creo que deberíamos 
buscar una redacción que contemple el desarrollo conceptual que hizo el doctor Real, pues me parece 
que el tema va por ahí: lo condenamos como autor de un delito, pero no le imponemos la pena, sino 
medidas curativas, por el estado en que actualmente se encuentra. 


SEÑORA BEREZÁN.- Quisiera ver si entendí bien. Para el caso en que deviniere inimputable, en la 
sentencia de condena no se tendría que decir que es autor inimputable, sino que se lo considere autor 
responsable, pero dadas sus condiciones de inimputabilidad se le aplicarían medidas de seguridad 
curativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quisiera hacer una pequeña precisión con relación a lo que planteaba la señora 
Senadora Moreira en cuanto a por qué no se había establecido a texto expreso la exclusión del caso 
de la minoridad. En realidad, en su momento la Comisión pensó que no fuera así porque un menor 
desde el inicio es considerado inimputable; entonces, no se plantea la disyuntiva durante el desarrollo 
del proceso y directamente no ingresa al sistema punitivo de adultos. Las referencias que se hacían al 
homicidio piadoso, en realidad están vinculadas a lo que se llama las causas de impunidad, es decir, 
donde el Juez tiene la potestad de exonerar de penas si se cumplen determinados requisitos; en el 
caso particular era si se considera in fraganti en el momento al cónyuge o al compañero. Es una 
potestad del Juez y es diferente una causa de impunidad, con la posibilidad de exonerar de pena, a las 
causas de inimputabilidad que están establecidas a partir del artículo 30 y siguientes del Código Penal. 
Precisamente, el artículo 30 trata sobre la locura; allí es donde se determina que la persona no puede 
apreciar el carácter ilícito de lo que está realizando. Cuando la persona no puede apreciar en magnitud 
el hecho, cuando no lo ve como delito o como una transgresión a la norma, se considera demencia o 
locura y, por lo tanto, resulta inimputable. 


Quiero reforzar una de las interpretaciones finales que se plantearon y voy a poner un 
ejemplo. Supongamos que en el año 2010 una persona comete un delito de homicidio siendo 
absolutamente consciente -con conciencia y voluntad, tal como establece el artículo 18- y se la 
procesa. En el año 2013 deviene inimputable debido al encierro, locura o lo que fuera y, luego, en 2014 
llega el momento de dictar la sentencia. Esa sentencia va a poder analizar su responsabilidad al 
momento de la comisión del hecho, es decir, en el año 2010 y, igor lo tanto, lese juicio de reproche 
estaría vinculado a la conciencia y voluntad que se tuvieropefgamémento de cometerlo. Se 


imponer la pena. Por lo tanto, como no se le puede imponer la pena, sí se puede considerar que por su 
situación sea trasladado, por ejemplo, al Hospital Vilardebó en medidas curativas, pero no en 
imposición de pena. 


El debate que en su momento se dio es cuánto tiempo puede esa persona estar bajo medidas 
de seguridad curativa, porque una de las características de este tipo de medidas, que constituyen una 
pena -vamos a entenderlo- conforme a las disposiciones del Código Penal, es que no tienen mínimo 
ni máximo, sino que eso se determina de acuerdo a la evolución de la enfermedad. Uno podría llegar a 
plantearse que si depende del alta médica, la persona podría llegar a estar recluida seis meses, dos 
años, ocho años, diez años, etcétera. Además, después, cuando se le da el alta, ¿se lo hace en qué 


condiciones? ¿Vuelve a ser imputable y, por lo tanto, después de ocho años, en el ejemplo, comienza a 
cumplir la pena, o se le computa el tiempo que estuvo privado de libertad, pero bajo el régimen de 
medidas de seguridad? Este es el debate que se planteó en su momento y que puede dar lugar a 
varias interpretaciones desde el punto de vista dogmático; quería trabajarlo con un ejemplo práctico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos todos de acuerdo, seguimos adelante. 


Corresponde pasar a considerar el artículo 77, relativo a la defensa común. Hubo al respecto 
algunos cuestionamientos de parte de los señores Senadores Rosadilla y López Goldaracena. 


Léanse por Secretaría las observaciones. 
(Se lee:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “El señor Senador Rosadilla, respecto del numeral 77.3, plantea que 
considera que quien primero debe definir la opción es el abogado defensor y no el Juez. 


El señor Senador López Goldaracena advierte, respecto al numeral 77.1, que la disposición 
refiere a la posición que asuma cada uno de los imputados que tienen defensor común y no a la 
realidad de los hechos. Considera arbitrario dejarlo a decisión del tribunal. Expresa que no comparte la 
disposición y sugiere que se suprima. 


El señor Senador Moreira señala que el texto mejora la ley vigente y que toma en cuenta la 
realidad. Manifiesta su acuerdo con la disposición. 


El señor Senador Da Rosa dice que la norma no impone sino que otorga un plazo, entiende 
que la norma da garantía a los imputados y también vela por la eficacia y la celeridad del proceso. 


La señora Senadora Moreira solicita a los señores Senadores que aporten una redacción y 
propone que sea desglosado para consulta con la Comisión Redactora de la Reforma”. 


SEÑOR REAL..- De las propias opiniones de los señores Senadores se advierten las dificultades que a 
veces ofrece el hecho de tomar una decisión respecto a este tema. Aquí se trata de definir si es el 
propio defensor quien debe evaluar si la defensa de más de un imputado es incompatible o si, en 
definitiva y advertido de esa situación, debe hacerlo el tribunal. Lo primero que uno se plantea es que, 
incluso, puede haber discrepancias sobre la existencia o no de una situación de incompatibilidad. Por 
ejemplo, es posible que el defensor sostenga que no la hay y, eventualmente, el tribunal afirme lo 
contrario. A este respecto, se adoptó una posición que nos pareció la correcta. Naturalmente, hay una 
primera definición del defensor mismo, que debe encargarse de poner de manifiesto la imposibilidad de 
asistir a más de un imputado por existir antagonismo de intereses en el proceso. Inclusive, esto podría 
verse desde la perspectiva del cumplimiento de reglas éticas profesionales; naturalmente, esta 
perspectiva no es la que se pretende imponer aquí. 


Se optó por una solución que nos pareció la mejor: que el Juez, advertido de la situación, 
diera la oportunidad a los imputados y sus defensores de que resolvieran al respecto y que, finalmente 
y vencido el plazo que se le asigna, fuera el tribunal el que decidiera esta situación. Podría haber otra 
alternativa pero creemos que esta es la mejor; en definitiva, se trata de definir quién resuelve la 
situación. 


SEÑORA BEREZÁN.- Debemos tener presente que ante la ausencia de la defensa técnica el proceso 
no puede continuar; la presencia de las partes y del imputado asistido legalmente es inevitable para la 
actuación procesal. 


Entonces, tratamos de que esa eventual situación de indefensión no signifique una 
postergación del proceso ad eternum. El Juez otorga un plazo en el cual el propio interesado tiene que 


resolver el tema porque, de lo contrario, esa sería una forma de parar el proceso en curso. Además, 
hay que tener presente que siempre el imputado tiene la libertad de elegir la defensa que quiera. Si el 
Juez debe optar por una defensa, evidentemente tiene que recaer en la defensa pública, pero repito 
que siempre existe la libertad del imputado en cuanto a la elección de un defensor de su particular 
confianza. 


Esta es una solución, como dice el doctor Real, que elegimos entre varias opciones porque 
nos pareció que, ante la posibilidad de esa eventual situación de complejidad de un técnico para 
atender a varios defendidos, alguien tenía que decidir; podría ser el propio imputado, aunque quizás no 
se dé cuenta del problema, o también podría ser el abogado, que tal vez no lo quiera resolver. 


Nos parece que esta es una situación que se puede dar, y que de hecho se da. Hoy la 
resuelve el abogado involucrado o el imputado, si se da cuenta, porque nadie lo va a resolver por él. 


SEÑORA MOREIRA.- Aquí tenemos dos observaciones para plantear. La primera de ellas es que 
consideramos que el plazo de cinco días hábiles es mucho tiempo, por lo que sugerimos acortarlo. Hay 
que tener en cuenta que cinco días hábiles son, en realidad, cerca de dos semanas y sugerimos 
acortarlo a 24 o 48 horas, dado que estamos hablando de un plazo de indefensión en sentido estricto. 


Si el plazo se mantuviera, entonces habría que cambiar la irrecurribilidad prevista en el 
artículo 77.4. Ahora, si acortamos el plazo y lo fijamos en 24 o 48 horas, no habría problema con que 
la resolución sea irrecurrible. 


La segunda observación es sobre el artículo 77.3. El tribunal procede a asignar el defensor 
público, pero ¿es el que determina qué imputados deben considerarse sin defensor? 


SEÑOR REAL.- La norma establece que frente al vencimiento del plazo, y cuando los imputados y sus 
defensores no hayan resuelto y propuesto una solución para la situación de incompatibilidad que 
advierte el tribunal, será este el que decida a falta de propuesta. No dudo que si un imputado y su 
defensor comparecen para decir que no es posible la defensa común y que a partir de ahora el 
defensor va a defender a los otros imputados, el Juez deberá proporcionarle un defensor público o 
intimar a los demás a que designen un nuevo defensor bajo apercibimiento de tener por tal el de oficio 
que corresponda. Ese sería el mecanismo. 


Otro aspecto a tener en cuenta es que, por más que el proyecto no lo establece  -porque no 
tiene por qué decirlo-, desde el momento en que un imputado no tiene defensor, el proceso está 
suspendido y no hay ningún acto que pueda realizarse hasta que ese aspecto se cumpla, porque hay 
una disposición constitucional muy clara al respecto. Es decir que por ese lado no tenemos dificultad y 
no corremos el riesgo de que pueda haber actos, porque si los hubiera serían nulos. La indefensión no 
es una situación posible; sí podría considerarse una situación de indefensión si hubiera una defensa 
común incompatible. Justamente, ante la advertencia de esa situación se busca una solución lo más 
rápida posible, por lo que se nos ocurrió que fuera un plazo de cinco días, pero es un tiempo a 
determinar. 


SEÑORA BEREZÁN..- Quiero agregar algo sobre el planteo realizado por la señora Senadora Moreira. 


A tal punto no se da la posibilidad de indefensión que, ante la renuncia voluntaria del 
abogado patrocinante, este no queda exento de realizar todos los actos procesales que corresponda 
hasta que el imputado tenga otra defensa. Este es un caso que de alguna manera complementa esa 
realidad y demuestra que sin la actuación del letrado patrocinante no puede continuar el proceso. 
Puede ser que el plazo sea extenso, y por algo es irrecurrible, pero no es la situación de la renuncia 
porque, como bien dijo el doctor Real, puede darse la indefensión hasta cuando se tiene letrado 
patrocinante. Cuando los intereses de los coencausados y copatrocinados se contradicen se genera 
un estado de indefensión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 79, relativo a la renuncia o abandono de la 
defensa. 


Solicito que por Secretaría se dé lectura a las observaciones. 
(Se lee:) 


SEÑORA SECRERTARIA.- “El señor Senador López Goldaracena propone incorporar al final del 
numeral 79.2 la frase (La renuncia o abandono del defensor no suspende el procedimiento”. 


El señor Senador Carlos Moreira manifiesta su desacuerdo con la propuesta, en virtud de que 
considera que ya está previsto en otras disposiciones del proyecto de ley”. 


SEÑORA MOREIRA.- Nosotros tenemos otra modificación que no está recogida aquí. Sería un nuevo 
numeral, el 79.3, que diría: “En caso de que opere la sustitución de la defensa en el decurso de un 
plazo se computará nuevamente el mismo para el ejercicio de los derechos procesales respectivos”. 


SEÑOR REAL.- No se dio lectura a una frase final de las observaciones realizadas por el señor 
Senador Moreira, que dice: “Justamente, la renuncia o ausencia del defensor suspende el proceso”. 
Creo que eso es, justamente, lo que resuelve la cuestión. 


En consecuencia, si se produce la renuncia el proceso se suspende hasta tanto no se provea 
al imputado de un nuevo defensor y habrá que intimarlo a que lo haga bajo apercibimiento de tener que 
adjudicarle el de oficio. Mientras esto no suceda, el proceso estará suspendido, e insisto: esto tiene 
fuente constitucional. Todo acto que se realice mientras el imputado no tenga defensor será nulo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ese es el concepto y que así se resuelven todos los problemas que 
se han planteado. 


SEÑORA BEREZÁN.- No entendí muy bien la propuesta de incorporación de la señora Senadora 
Moreira pero me parece que lo que acaba de decir el doctor Real resuelve el problema: ante la 
ausencia o abandono formal de la defensa, dado que no hay procedimiento, naturalmente se 
suspenden los plazos. Quizás la inquietud de la señora Senadora tenga que ver con la posibilidad de 
que al asumir una nueva defensa comience a correr un nuevo plazo. Eso es otra cosa y podría 
entenderse que lo que estamos haciendo es extender todos los plazos procesales, porque también 
puede darse el juego de que cuando se llega al límite, se produce la renuncia, viene otro defensor y 
comienza otra vez el plazo. Si la renuncia se produce el día veintinueve, el plazo se paralizará desde el 
momento en que se interrumpió el proceso por la ausencia de la defensa. Aclaro que estoy pensando 
en voz alta porque recién escucho todo esto. Parecería que el cuestionamiento estaría dado por la 
posibilidad del manejo de la extensión de los plazos por la sustitución del defensor. 


SEÑORA MOREIRA.- Me parece que aquí se plantean dos peligros. Uno de ellos es el manejo de los 
plazos y, el otro, que la designación del defensor se haga cuando está venciendo la actuación procesal. 
Creo que esos son los dos peligros que se presentan. 


SEÑOR REAL.- En mi opinión, el segundo peligro no existe porque cuando hay una renuncia, se 
suspende el proceso. Entonces, necesariamente la consecuencia será -y la doctora hablaba del día 
veintinueve porque está pensando en los plazos actuales de treinta días para contestar una 
acusación- que el día veintinueve se habrá suspendido el plazo y el nuevo defensor tendrá un día para 
contestar, salvo que los Jueces le otorguen nuevos plazos -cosa que vemos todos los días- por 
razones de equidad y para extender las garantías. En realidad, el plazo se suspendió y el peligro de 
que se pierda el restante no debería existir en la medida en que, cuando el imputado no tiene defensor, 
el proceso se suspende automáticamente. Insisto en que creo que la situación se resuelve de esta 
forma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pedimos a Secretaría que lea las observaciones que se han formulado con 
relación al artículo 80, sobre nombramiento ulterior. 


(Se lee:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “El señor Senador Rosadilla sugiere sustituir el verbo 'designar' por 
“solicitar” y lo fundamenta. El señor Senador Morelli indica que corresponde decir 'en reemplazo del 
anterior” en sustitución de “al anterior”. El señor Senador López Goldaracena expresa su acuerdo con 
las modificaciones sugeridas y analiza los artículos 78, 79 y 80 en forma conjunta. El señor Senador 
Morelli propone agregar al final de la disposición que se considera, la frase 'En casos de fuerza mayor, 
el Juez deberá suspender las actuaciones hasta que la defensa del o de los imputados se haya 


” 


regularizado”. 


SEÑOR REAL.- Nosotros entendemos que la expresión correcta es “designar” y no “solicitar”. El 
imputado designa a su defensor y no solicita que se le designe. Por tanto, utilizamos ese término 
porque pensamos que es el correcto. 


Luego se hacen algunas correcciones gramaticales y la verdad es que no advierto otro 
cuestionamiento. En relación al tema de que en caso de fuerza mayor el Juez deberá suspender las 
actuaciones, la solución es la misma que veníamos planteando antes porque eso sucede aunque el 
Juez no lo diga expresamente. Si el imputado no tiene defensa, queda todo suspendido hasta que la 
tenga. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Voy a citar un ejemplo de la práctica. 


Cuando una persona privada de libertad cambia de abogado defensor, el escrito forense 
indica el nombre del nuevo letrado y en el petitorio se concluye diciendo que al Juzgado se solicita se 
tenga por designado al letrado que se indica en el cuerpo del escrito. Esa es práctica forense y el Juez 
automáticamente confirma la designación. Por lo tanto, también tomamos de la práctica forense que la 
designación corresponde al imputado, a quien está privado de libertad. 


SEÑOR DA ROSA.- Voy a plantear una duda relacionada con lo que dispone el artículo 79.1 que 
recién consideramos, que expresa: “La renuncia formal del defensor no liberará a este de su deber de 
realizar todos los actos inmediatos”. Por otro lado, el artículo 80 dice: “El imputado puede designar 
posteriormente otro defensor en reemplazo al anterior, pero el subrogado no podrá abandonar la 
defensa hasta que el nuevo defensor acepte el cargo”. Entonces, ante la situación de que el abogado 
defensor se desentienda del proceso y no cumpla con lo que la norma establece -queda claro que hay 
otras disposiciones que regularán la responsabilidad en este caso del profesional-, ¿en qué situación 
queda el acusado, la persona que está siendo objeto del proceso? ¿Cómo queda el proceso frente a 
este incumplimiento de la obligación del profesional? 


SEÑOR REAL.- El planteo que acaba de realizar el señor Senador Da Rosa es interesante. En 
principio, creo que hay que estudiar cada caso concreto y ver si realmente se desarrollaron actos 
procesales en los que el imputado no contó con la debida defensa, en cuyo caso deberá plantearse 
una situación de indefensión con la consecuente nulidad. También puede ocurrir que simplemente 
transcurrió un tiempo en el que no sucedió nada, y la situación simplemente se subsanará una vez que 
el nuevo defensor designado acepte el cargo. Luego el asunto seguirá su curso, más allá de las 
eventuales responsabilidades que en el plano civil, ético y profesional puedan darse, tal como muy bien 
decía el señor Senador. 


Entiendo que es difícil pensar el asunto desde un punto de vista general; puede haber una 
casuística que obligue a cada Juez y en cada situación a tomar una decisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se me ocurre que la situación puede darse en esa hipótesis de cambio de 
defensa y tiempo intermedio entre una y otra, pero también en el curso normal del proceso cuando el 
defensor particular se desinteresa del caso. De pronto, puede ser que después de la excarcelación 
provisional el defensor deja de cumplir sus deberes como tal y para eso no hay ninguna solución 
prevista en las disposiciones, salvo que se plantee -en la forma que recién señalaba el doctor Real- un 
incidente de nulidad basado en la indefensión por la actitud que tuvo el letrado, etcétera. Pero eso 
puede darse en cualquier momento porque el defensor siempre puede incumplir sus obligaciones y 
dejar en la indefensión a su patrocinado. 


SEÑORA BEREZÁN.- Por lo que planteaba el señor Senador Da Rosa, la casuística es impresionante 
y, como dice el doctor González, pensando en casos prácticos, voy a citar el ejemplo de un condenado 
en Montevideo, alojado en el Comcar, que es llevado a la cárcel de Cerro Carancho, en Rivera. El 
expediente queda en Montevideo hasta que el Juzgado toma conocimiento de que el imputado está en 
Cerro Carancho desde hace tres meses. El individuo está en Rivera, pero el expediente está acá y yo 
teóricamente lo patrocino acá. Aclaro que no es un invento de laboratorio porque lo estoy sufriendo. El 
expediente se va a Rivera cuando el individuo está de vuelta en el Comcar y yo no tengo expediente 
para hacer una denuncia por una situación puntual porque Rivera aun no lo ha devuelto. Teóricamente 
tiene defensa, que supuestamente soy yo, pero en la práctica ha estado en situación de indefensión, 
desde la perspectiva que planteaba el señor Senador. Esa es la casuística; tal vez haya que ajustar 
resortes administrativos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos y pasamos a considerar el artículo 81, que prohíbe la defensa 
propia del imputado. Al respecto se ha observado -por ejemplo, lo ha hecho el señor Fiscal de Corte- 
que se están violando las disposiciones del Pacto de San José de Costa Rica, que reconoce ese 
derecho. 


SEÑOR REAL.- La Comisión adoptó esta decisión por dos razones. En primer lugar, considera 
absolutamente inconveniente la defensa propia. La experiencia es casi absoluta en este sentido, no 
solo en materia penal sino también en otras. Más allá del derecho que eventualmente pudiera 
reconocerse, nos pareció que claramente era inconveniente para el imputado. 


Manejamos la objeción de que la norma contraría las disposiciones del Pacto, pero optamos 
por el camino que en aquel momento se entendió mayoritario -era la posición de la Suprema Corte-, en 
cuanto a que los pactos internacionales están incorporados al Derecho Positivo por una ley -es decir, 
tiene rango legal- y, en consecuencia, una norma legal posterior perfectamente puede derogarla. 
Sabemos que esta posición es cuestionada y, naturalmente, puede adoptarse una postura contraria 
que impediría la aplicación de esta disposición. Si consideramos que las normas de los pactos 
internacionales, además de estar incorporadas al Derecho Positivo por una ley, forman parte del bloque 
de constitucionalidad del artículo 72 de la Carta, concluiríamos que este artículo es inconstitucional. Si 
la Comisión o el Parlamento así lo entendieran, eso obstaría a su inclusión. 


En definitiva, simplemente explicamos las razones por las que lo incluimos. 


SEÑOR DA ROSA.- Recuerdo que cuando se trató este artículo en la Comisión, a todos se nos 
generaron muchas dudas, máxime teniendo en cuenta la posición del Fiscal de Corte. Comprendo que 
la intención que está detrás de esta redacción es que el encausado no asuma su propia defensa sino 
que tenga una adecuada asistencia. Ese es un principio general que está en todo el Código, incluso en 
el vigente. 


En su momento sugerí que en vez de decir “En ningún caso será admisible la defensa propia 
del imputado, aunque este invoque y acredite su condición de abogado”, se establezca “En ningún 
caso será admisible la defensa propia del imputado, salvo que este invoque y acredite su condición de 
abogado”. ¿Por qué? Porque en este caso el imputado no es un lego en la materia, sino una persona 
que está en conocimiento de elementos jurídicos que le permiten asumir su defensa. Está en él y en su 
fuero íntimo resolver si lo más conveniente es asumir su propia defensa en virtud de su condición de 
técnico del Derecho o si, por razones psicológicas, anímicas y personales, eso no es lo más indicado y 
requiere un defensor. 


Confieso que este tema me genera grandes dudas y que era uno de los que me interesaba 
conversar con los integrantes de la Comisión Redactora en función de la experiencia que han recogido 
en la materia. Me gustaría saber por qué razón finalmente le dieron este contenido al artículo. 


SEÑOR REAL.- La modificación que propone el señor Senador, de alguna manera parte de la base de 
reconocer la defensa propia cuando se es abogado. El ser abogado es una condición para la defensa 
de acuerdo al régimen del Código. Es decir que ese punto está salvado; sería inadmisible -no por esta 
disposición o por la que se incluya, sino por las que regulan la defensa- la posibilidad de una defensa 


no técnica. La Comisión Redactora discutió mucho este tema, por supuesto que pensando siempre en 
la posibilidad de que quien se autodefienda sea abogado. La otra posibilidad la damos por descartada. 


Cuando hablaba de la inconveniencia -que es la conclusión a que llegamos-, me refería al 
abogado que ejerce su propia defensa. A nuestro criterio, la inconveniencia responde a una cantidad de 
razones, que van desde las dificultades -imaginemos al imputado preso- que representan el acceso a 
material, al expediente, a las audiencias de testigos a las que no está convocado como imputado en el 
proceso -por más que por supuesto tenga la posibilidad de ir; debería requerir su conducción-, pero 
fundamentalmente a un estado anímico, personal, con que se enfrenta la defensa propia. No en 
materia penal, pero sí en la civil, especialmente en familia, hay sobrados casos -algunos 
bastante sonados- que han puesto de manifiesto que es altamente inconveniente la posibilidad de la 
autodefensa. No le quita la objetividad -el defensor no debe ser objetivo-, pero si la frialdad, el espíritu 
sereno y reflexivo que debería estar detrás de la figura del defensor. 


Insisto en que es una posición absolutamente discutible, como todas, y uno puede anteponer 
a todas esas razones simplemente el derecho del imputado a hacer su defensa en la medida en que 
esté habilitado técnicamente para ello. 


Esa fue un poco la razón que nos guió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha quedado clara la posición de la Comisión Redactora y, sin 
perjuicio de las deliberaciones que tengamos después, podemos pasar al artículo siguiente. 


SEÑORA MOREIRA.- En el artículo 82, relativo a la víctima, fue desglosado, pero no aplazado. En el 
artículo 82.1 se establece: “Se considera víctima a la persona ofendida por el delito”. Las 
consideraciones hechas a este respecto y sobre las que quisiera consultar la opinión de la Comisión 
Redactora refieren a si la víctima puede ser considerada, además de una persona, un colectivo. Estoy 
aludiendo, por ejemplo, a colectivos que demandan por delitos contra el medioambiente, a algunas 
ONG que demandan contra violaciones a los derechos de las mujeres, etcétera, etcétera. Esto fue 
planteado por el señor Senador López Goldaracena y también por quien habla, de distintas maneras. 
Se podría decir: “Se considera víctima a toda persona o colectivo”, o se podría ampliar el concepto 
para que abarque a las personas ofendidas directa o indirectamente por el delito. 


Me gustaría conocer la opinión de la Comisión Redactora sobre este punto en particular. 


SEÑORA BEREZÁN.- Evidentemente, hay dos conceptos de víctima: el restrictivo -que es el que se 
utilizó acá: a la persona física individual- y el ampliado, que está dado ahora por las situaciones de 
denuncias de colectivos con relación a bienes más amplios e indefinidos, como el medioambiente o el 
agua. En lo personal no lo discutimos, pero creo que sí se podría tener en cuenta. En todo caso, habrá 
que analizar si la inclusión de un colectivo como víctima se adecua a la forma en que esta tiene que 
comparecer en el juicio. No olvidemos que, después, la víctima puede llegar a comparecer y ser parte 
de todo el proceso penal. Por eso la pregunta sería si puede considerarse como víctima a todo un 
colectivo, por ejemplo, de treinta personas denunciantes. 


No lo hemos pensado, pero cuando se habla de víctima, de los derechos de la víctima y de 
su comparecencia, se debe tener en cuenta, incluso, quién representa a la víctima ante su 
imposibilidad de comparecer y cómo encaja la figura del colectivo en el concepto de víctima. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Es muy interesante la pregunta. Por cierto, esta situación se ha dado en casos 
vinculados a los delitos de difamación e injuria, en particular cuando una empresa, un colectivo o 
incluso un partido político, se ha sentido ofendido por determinadas declaraciones públicas. En esas 
hipótesis se plantea quién debe presentarse ante la Administración de la Justicia como víctima. En 
algunos casos ha sido el directorio quien ejerce la representación y, en los hechos, ha tenido viabilidad: 
se han recogido las denuncias respectivas y después se han instruido, más allá del resultado. Es así 
que, hoy por hoy, tiene cabida la posibilidad de que la víctima sea un colectivo. 


En definitiva, pienso que el concepto de persona debe entenderse en el sentido amplio, o sea, 
como persona física y como persona jurídica. 


SEÑORA MOREIRA.- Entiendo que ya está habiendo procesos donde la víctima es un colectivo, que a 
la Comisión Redactora le parece bien que el concepto abarque a los colectivos y que queda por 
resolver una cuestión técnica, que es la representación de ese colectivo, pero se comparte esta 
filosofía, por lo que, en todo caso, sería necesario encontrar una solución técnica para que este 
concepto quede bien expresado en todo el Código. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esa perspectiva, también habría que plantear la eventual pluralidad de 
víctimas colectivas. Supongamos, por ejemplo, que se comete un delito relacionado con el 
medioambiente, en cuyo caso habría varios colectivos que podrían sentirse afectados. Por eso 
debemos pensar en la relación dialéctica con el imputado, porque podría tener muchos adversarios 
ofreciendo pruebas y ejerciendo sus derechos. 


En fin, me refiero a que es necesario velar para que una modificación de este tipo no resulte 
en la proliferación de adversarios procesales del imputado, con el consiguiente perjuicio para él. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- En realidad, considero que esa hipótesis se resuelve con la intervención del 
procurador común, el de todos. Se trata de un problema de legitimación activa -es decir, quiénes son 
los que pueden presentar la denuncia-, pero en estos casos el conjunto de damnificados o de las 
víctimas se reúne en un representante que formula la denuncia. Todas las pruebas se canalizan por la 
única vía del denunciante. O sea, por más que sea un colectivo, una pluralidad de damnificados, habrá 
una sola parte denunciante que va a canalizar los respectivos ofrecimientos de prueba. En pocas 
palabras, va a haber una parte y otra más, que es el denunciado. No creo que exista el riesgo de 
múltiples pruebas. 


SEÑORA BEREZÁN.- Solamente quiero reiterar lo siguiente: para la eventualidad de que se incorpore 
el concepto de víctima ampliado es necesario leer detenidamente no solo el Capítulo relativo a la 
víctima, sino también el de las audiencias -el pedido de sobreseimiento, el archivo, etcétera- en las que 
comparece la víctima. 


En realidad, nosotros pensamos en la víctima como sujeto individual. La participación de la 
víctima se diagrama desde esa perspectiva, repito, como sujeto individual. 


El planteo que hacía el doctor González, al igual que el del señor Presidente, en relación al 
concepto de víctima ampliado, requiere que haya que repensar todo el posicionamiento de esa víctima 
como colectivo, desde la comparecencia hasta la actuación de un procurador oficioso y demás. 


En síntesis, no se trata simplemente de incorporar una expresión. En este caso, esa expresión 
implica muchos cambios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aunque estamos próximos al término que nos habíamos planteado para esta 
sesión, se pasa a considerar el artículo 83, relativo a la representación de la víctima, que establece una 
especie de orden de llamamiento para sustituir a la víctima en caso de que esta no pueda actuar por sí. 


Léanse las observaciones que se han formulado. 
(Se lee:) 


SEÑORA SECRETARIA.- “El señor Senador Rosadilla plantea que no comparte la distinción de los 
hijos adoptivos o los padres adoptantes, por lo que sugiere eliminar el literal e), así como agregar en el 
literal b) luego de “el cónyuge' el término 'concubino'. 


El señor Senador López Goldaracena manifiesta su acuerdo con las modificaciones 
propuestas por el señor Senador Rosadilla y señala que el numeral 83.1 está mal redactado, debería 
decir “procesos de indagatoria, persecución o juzgamiento_de delitos” y no “en los delitos'. Además, dice 
que la persona fallecida no puede ser representada legalmente, por lo que habría que utilizar el 
concepto ampliado de víctima. Indica que la persona menor de edad o incapaz tiene su representante 
legal. Concluye que las categorías son aplicables solo para el caso de la persona mayor de edad que 
no puede ejercer los derechos previstos en el Código. Señala que habría que definir si se está de 
acuerdo con establecer un orden de prelación e indica que existen contradicciones en el que propone 
la disposición y que habría que definir si pueden actuar conjunta o separadamente. Finalmente, 
propone agregar un literal que refiera a “la persona que cohabite con la víctima o mantenga una forma 
de vida en común con_ella'. Sugiere además agregar la frase 'salvo en los casos en que fueran 
imputados del delito”. 


El señor Senador Da Rosa señala que en el caso de aceptarse las modificaciones, debería 
modificarse el numeral 83.2. 


El señor Senador Rosadilla sugiere que el señor Senador López Goldaracena aporte una 
redacción que recoja las modificaciones propuestas. 


A solicitud del señor Senador Pasquet, se resuelve desglosar el artículo a efectos de consultar 
a los miembros de la Comisión Redactora del proyecto de ley a estudio”. 


SEÑOR REAL.- En términos generales, creemos que las observaciones formuladas son aceptables 
como lo es, por ejemplo, la planteada por el señor Senador López Goldaracena en cuanto al error en la 
redacción en el que se incurre al decir “en los delitos”, en lugar de “procesos de indagatoria, 
persecución o juzgamiento de delitos”. 


Por otra parte, parece lógico eliminar la categoría del literal e) y dejar librado todo al tema de 
los hijos, así como agregar en el literal b) el término “concubino” para eliminar el c). Esta sería una 
fórmula posible aunque también podría no agregarse y mantener el literal c). Simplemente, se trata de 
un tema de redacción. 


Insisto en que consideramos correctas las observaciones planteadas. 


SEÑORA BEREZÁN.- La única duda que nos genera la propuesta del señor Senador López 
Goldaracena -sobre la cual conversamos en el día de ayer- es en relación con la persona que cohabite 
con la víctima o mantenga una forma de vida en común. Pregunto a la Comisión si ese vínculo no 
estaría incluido en la figura del guardador. Nosotros hablamos de tutor, curador y guardador, siendo 
este último esa persona con la que se cohabita, se convive y se comparte, pero no tiene el rango legal 
de la definición de curador. Planteo esta inquietud porque podría ser que quedara lo uno o lo otro; 
realmente, no me doy cuenta de cuál es la figura de la persona que cohabita con la víctima o mantiene 
una forma de vida en común con ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se puede tratar, por ejemplo, de una relación de amistad, de personas del 
mismo sexo que sean amigos, que cohabiten y convivan. 


SEÑORA BEREZÁN.- Puede ser así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El problema que advierto en la vasta gama de situaciones de concubinato que 
pueden plantearse es que eso puede dar lugar a una cuestión de hecho que habrá que tramitar por la 
vía incidental, con las demoras consiguientes. Según entiendo, será necesario decidir si se puede 
comparecer conjunta o separadamente, porque las distintas personas que invoquen la representación 
de la víctima pueden tener criterios diferentes acerca de qué es lo que debe hacerse. Por lo tanto, me 
parece que no podemos -otra vez- dejar librado al imputado a estas disputas entre quienes pretendan 
representar a la víctima, porque ello luego puede repercutir en la demora del trámite del proceso. Sin 
perjuicio de ello, también quiero señalar que, a mi criterio, los primeros en el orden de llamamiento 
deberían ser los del literal b), es decir, el cónyuge o los hijos mayores de edad, y solo en defecto de 


ellos, los padres, porque si se trata de una persona ya mayor de edad, casada y con hijos, no tiene 
sentido que si algo le sucede sean sus padres y no su cónyuge quien la represente o actúe en su 
nombre. 


Hemos escuchado la opinión de la Comisión y creo que en este punto podríamos terminar 
nuestra labor. Solo restaría concertar una nueva reunión con los integrantes de la Comisión Redactora, 
porque ya hemos llegado a la hora que nos habíamos señalado para poner fin a nuestro trabajo; tal vez 
puedan venir el próximo jueves a la misma hora que hoy. 


SEÑORA MOREIRA.- Sugiero que la Secretaría consulte con los miembros de la Subcomisión y los 
representantes de la Comisión Redactora a los efectos de ver cuáles son los posibles días para realizar 
una nueva reunión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En esos términos concluimos aquí la tarea de hoy y agradecemos 
nuevamente a los miembros de la Comisión Redactora por la colaboración que está prestando a los 
trabajos de esta Subcomisión. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 2 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


